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INFORME No. 41/11
PETICIÓN 11.215
DECISIÓN DE ARCHIVAR
JAMAICA
23 de marzo de 2011
Presuntas víctimas / 

peticionarios: 
Neville Whyte, señores Barlow Lyde & Gilbert
Inicio del trámite: 

16 de Julio de 1993
Presuntas violaciones: 
Artículos 1.1, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (la “Convención Americana”)
I. POSICIÓN DE LAS PARTES
A. 
LOS PETICIONARIOS
1. El 16 de julio de 1993, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición de los señores Barlow Lyde y Gilbert (los “peticionarios”) en representación de Neville Whyte (la “presunta víctima”) contra el Estado de Jamaica (“el Estado” o “Jamaica”), alegando que el señor Whyte no recibió una audiencia imparcial durante su juicio, en el cual fue declarado culpable de asesinato y condenado apena de muerte.
2. De acuerdo a la petición, la presunta víctima fue juzgada junto con otro acusado de asesinato en Jamaica, en 1987.  Al concluir dicho juicio, el otro acusado fue absuelto y el jurado no pudo lograr un veredicto con respecto al señor Whyte.  La presunta víctima fue juzgada nuevamente por el Estado en 1990 ante un juez y un jurado y declarada culpable de asesinato, un delito que conlleva una sentencia a pena de muerte.  La presunta víctima alegó que en este segundo juicio el juez procedió en forma injusta, que no tuvo una representación adecuada y que su condena fue un enjuiciamiento sustancialmente erróneo.  Las dos apelaciones de la presunta víctima fueron rechazadas y se agotaron los recursos para que su condena fuera revisada.
3. Además, la presunta víctima sostuvo que fue golpeado por un agente de policía en el momento de su detención y nuevamente cuando era llevado a la comisaría a fin de forzarle una confesión, luego fue golpeado cuando se encontraba en la cárcel y fue recluido en condiciones insalubres e inhumanas y mantenido en estas condiciones a pesar de no haber sido condenado durante los tres años que transcurrieron durante sus dos juicios, lo cual alega que constituye una demora injusta. 
4. La comunicación de los señores Barlow Lyde y Gilbert de fecha 30 de septiembre de 2005 confirmó que la pena de muerte de la presunta víctima fue conmutada en julio de 1997 a 20 años de prisión.
B.
EL ESTADO
5. En una carta dirigida a la CIDH fechada 22 de febrero de 1995, el Estado rechazó la denuncia de que la presunta víctima había agotado los recursos internos, puesto que la Ley sobre Delitos Contra las Personas (Enmendada) de 1992 creó dos categorías de asesinato, capital y no capital, y permitió realizar un nuevo examen de las sentencias de los condenados a pena de muerte para determinar si sus delitos habían sido clasificados como capital o no capital.  La presunta víctima aún no había agotado este recurso.
6. La comunicación afirmaba además que Jamaica consideraba que las denuncias sobre el sesgo de la actuación del juez o la injusticia del juicio, que se relacionan con los hechos y las evidencias, eran aspectos que se encontraban fuera de la competencia de la Comisión.  Finalmente, el Estado declaró que la presunta víctima tenía un recurso disponible a través de una demanda civil por daños y perjuicios con respecto a las agresiones físicas que alega haber sufrido.
7. El Estado informó a la Comisión el 13 de enero de 1996, que la Licencia Especial (Special Leave) de la presunta víctima para ser oída ante el Comité Judicial del Consejo Privado aún estaba pendiente, y que por lo tanto instaba a la Comisión a suspender el trámite de la petición.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA  
8. La Comisión recibió la petición el 16 de julio de 1993.  El 23 de julio de 1993, la CIDH solicitó una aclaración sobre la situación de las apelaciones del señor Whyte y consultó si ya se había asignado una fecha para su ejecución.  El 12 de agosto de 1993, Barlow Lyde y Gilbert respondieron que si bien la apelación contra la sentencia del señor Whyte estaba pendiente, no existía ningún recurso pendiente con respecto a su condena.
9. El 10 de noviembre de 1993, la CIDH transmitió esta información al Estado, le solicitó información sobre la petición y notificó a los peticionarios al respecto.  Cuando aún no se había recibido una respuesta del Estado, el 13 de febrero de 1995, Barlow Lyde y Gilbert solicitaron a la Comisión una orden de protección para asegurar que la presunta víctima no fuera ejecutada en tanto su solicitud permanecía pendiente en la CIDH. El 16 de febrero de 1995, la Comisión informó al peticionario que se le había otorgado una medida cautelar y que el Gobierno de Jamaica había sido notificado al respecto.
10. El 22 de febrero de 1995 se recibió la respuesta del Ministerio de Relaciones Exteriores y Comercio Internacional de Jamaica la cual fue transmitida a los peticionarios.  Estos  respondieron el 11 de abril de 1995.  Los peticionarios notificaron a la Comisión que la solicitud de la presunta víctima de una Licencia Especial para Apelar ante el Comité Judicial del Consejo Privado en Londres había sido otorgada.  Al no recibir información con relación a la apelación de la presunta víctima, la Comisión solicitó información a los peticionarios el 9 de marzo de 1998.  El 25 de marzo de 1998, los peticionarios informaron a la CIDH que la apelación ante el Consejo Privado había sido rechazada y que la sentencia de muerte había sido conmutada.
11. Dado que la petición había sido presentada con base en la ilegalidad de la sentencia a pena de muerte y que la sentencia había sido conmutada, la Comisión solicitó información a los peticionarios, el 1 de septiembre de 2005, para solicitar si deseaban continuar con el trámite de la petición y bajo qué fundamentos.  Los peticionarios respondieron el 30 de septiembre de 2005 indicando que no podían confirmar si continuarían o no con la petición y que agradecerían a la CIDH que mantuviera el caso abierto hasta que sus instrucciones fueran confirmadas.  Finalmente, el 9 de abril de 2009 la Comisión reiteró al peticionario su solicitud respecto a si deseaban continuar con la petición y solicitó que informaran si aún existían fundamentos para el trámite de la petición luego de conmutada la sentencia a pena de muerte de la presunta víctima.  Hasta la fecha no se ha recibido una respuesta de los peticionarios.
III.
FUNDAMENTOS PARA DECIDIR ARCHIVAR EL CASO
12. Los artículos 48.1.b de la Convención Americana y el 42 del Reglamento de la CIDH disponen que antes de determinar sobre la admisibilidad de un caso, la CIDH deberá verificar si aún existen o subsisten los motivos de la petición, y si considera que no, ordenará que se archive el caso.  Además, el artículo 42.1 del Reglamento establece que la CIDH también puede decidir archivar un caso cuando no se disponga de la información necesaria para tomar una decisión.

13. En el presente caso, ya han transcurrido más de cinco años desde que se recibió la última comunicación del peticionario.  La CIDH observa que uno de los fundamentos de la petición, la ilegalidad de la sentencia a pena de muerte, ya no es pertinente, y que no ha habido una respuesta del peticionario indicando que existen fundamentos para continuar con el trámite de la petición.  La CIDH ha tratado de obtener información del peticionario y no lo ha logrado.
14. A la luz de estas circunstancias, la CIDH considera que no dispone de los elementos necesarios para tomar una determinación sobre si los fundamentos de la petición inicial aún subsisten, pronunciarse con respecto a la admisibilidad o para tomar una decisión sobre las supuestas violaciones de derechos humanos. En consecuencia, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención Americana y el artículo 42 de su reglamento, la CIDH decide archivar esta petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C.,a los 23 díad del mes de marzo, 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
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